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C- 54.737

En la ciudad de La Plata a los diecinueve días del mes de febrero de dos mil trece, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Sala Quinta del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia y Martín Manuel Ordoqui, bajo la Presidencia del primero de los magistrados mencionados, para resolver en la causa Nº 54.737 caratulada “D., J. C. s/Recurso de casación interpuesto por el fiscal general adjunto”. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: ORDOQUI - CELESIA.
A N T E C E D E N T E S

La Sala I de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial Morón con fecha 31 de julio 2012 en la causa Nº 25.931 resolvió hacer lugar al recurso de apelación deducido por la defensa oficial de J. C. D. y revocar la decisión de la Juez de Ejecución n° 2 departamental que inicialmente había declarado la inconstitucionalidad del art. 41 bis de la ley 12.256 rechazando la solicitud de recompensa incoada a favor del nombrado. Tal decisión del tribunal de alzada que, en definitiva, importó la ratificación de la constitucionalidad de la norma en cuestión (fs. 13/16) y dispuso el reenvío del expediente a la instancia de origen para el dictado de un nuevo pronunciamiento, fue impugnada mediante recurso de casación por el Sr. Fiscal General Adjunto del mismo departamento judicial, Dr. Alejandro Varela (fs. 23/25).

Efectuadas las vistas correspondientes, y hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el recurso de casación deducido?

Segunda: ¿Es procedente el recurso de casación interpuesto?

A la primera cuestión planteada, el Juez Ordoqui dijo:

I- El recurrente fundó la admisibilidad de la vía casatoria en dos argumentos: a) el carácter definitivo de la resolución de la Alzada revocatoria de la de primera instancia, que puso fin a la cuestión planteada (conf. arts. 448 inc. 1, 450 y 452 inc. 4° del C.P.P.) y b) la configuración de un caso de gravedad institucional por inobservancia de los arts. 45 y 144 inc. 4 de la C.P.B.A.

II- Al momento de notificarse de la radicación en sala, la Sra. Fiscal Adjunta ante este Tribunal, Dra. Alejandra Marcela Moretti, guardó silencio respecto de la impugnación desenvuelta por su par de la instancia (fs. 42vta.). 

III- A su turno, el Sr. Defensor Oficial ante este Tribunal, Dr. Mario Luis Coriolano (fs. 43/44), en posición contraria al recurrente, postuló la inadmisibilidad del recurso de casación, de acuerdo a una interpretación restrictiva de la impugnación regulada legalmente para el fiscal según las prescripciones del art. 452 del C.P.P. 

IV- En torno de la admisibilidad del recurso de casación aquí discutida, considero en igual sentido que el recurrente, debe declararse abierta la vía casatoria.

En efecto, y aún más allá de la admisibilidad que surge de las reglas de los arts. 448 y 450 del C.P.P., el control constitucional de una ley ordinaria dictada por la Legislatura provincial planteada como agravio central importa una cuestión federal directa, pues no obstante la falta de desarrollo en el agravio fiscal de la vinculación con la C.N., a partir de la invocación de una presunta afectación al reparto constitucional de competencias en el ejercicio del gobierno, tal planteo emerge indirectamente y posibilita entender la cuestión federal contenida (conf. CSJN “Strada” y “Di Mascio”, Fallos 308:490 y 311:2478 respectivamente). 

Corresponde pues declarar admisible el recurso de casación deducido por el Ministerio Público Fiscal contra la decisión de la Sala I de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial Morón, en la cual se pronunció por la constitucionalidad del instituto de la recompensa establecido por el art. 41 bis de la ley 12.256, incorporado por ley 14.296 (B.O. 8/9/2011).

Arts. 31 de la C.N.; 161 C.P.B.A., 448 del C.P.P. 

Así lo voto.

A la misma cuestión, el Juez Celesia dijo:

Voto en igual sentido que mi colega precedente por los idénticos fundamentos.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el Juez Ordoqui dijo:

I- El Fiscal General Adjunto del Departamento Judicial Morón planteó mediante el recurso de casación interpuesto la inconstitucionalidad del art. 41 bis de la ley 12.256. 

Fundó su procedencia en dos argumentos: 

a) El instituto de la recompensa previsto en el artículo cuya constitucionalidad discute afecta la división de poderes regulada constitucionalmente, toda vez que habilita al juez de ejecución y en definitiva al poder judicial a modificar una condena ya firme, configurando un supuesto de conmutación de penas, facultad exclusiva y excluyente que la Constitución Provincial concede al Poder Ejecutivo, conforme el art. 144 inc. 4, en consonancia con el art. 45. Tal supuesto conforma un caso de gravedad institucional. 

b) En segundo lugar, y sin cuestionar los estímulos educativos y laborales otorgados por la ley de ejecución penal que traslucen reglas constitucionales en torno de la resocialización como fin de la pena, destaca que la recompensa se diferencia de la libertad anticipada (como la libertad asistida y las salidas transitorias ya reguladas con anterioridad por la misma ley de ejecución penal) por cuanto no existe manda constitucional que habilite una reducción de la pena por parte del juez. En suma, entiende que el instituto regulado por el art. 41 bis de la ley 12.256 importa una extinción anticipada de la pena mientras que los otros beneficios de libertad anticipada mencionados importan el cumplimiento extramuros de la pena, temporal o definitiva, sin que la condena impuesta se modifique. 

II- La Sra. Fiscal Adjunta ante este tribunal, Dra. Alejandra Marcela Moretti no emitió dictamen sobre el punto (fs. 42vta.).

III- A su turno, el Sr. Defensor Oficial ante este Tribunal, Dr. Mario Luis Coriolano, en consonancia con la posición expuesta por la defensa oficial de la instancia, se opuso al recurso de casación deducido por el ministerio público fiscal. Rechazó la verificación de la alegada gravedad institucional que justifique la declaración de inconstitucionalidad, indicando que el recurrente se limitó a enunciar su opinión eludiendo explicar los motivos que la configuran. 

En cuanto a la procedencia del recurso, destacó en primer lugar el carácter excepcional de la declaración de inconstitucionalidad. Luego reseñó los antecedentes parlamentarios y jurisprudenciales que precedieron al dictado de la reforma a la ley de ejecución penal operada por ley 14.296 (B.O. 8/9/11), haciendo hincapié en el propósito de adecuación de la normativa local a las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos de Naciones Unidas receptadas por la ley nacional 24.660. 

Por otra parte, no comparte la pretendida identidad entre la conmutación de penas y la recompensa, toda vez que la propia ley 14.296 bajo el título “Conmutación y alternativas a la pena” establece en su art. 170 una diferenciación entre la conmutación de penas y las otras modalidades legalmente previstas.

Agrega que por la acordada n° 3562 de la SCJBA, el máximo tribunal provincial ha convalidado de modo indirecto la constitucionalidad del art. 41 bis de la ley 12.256, pues al haber declarado la invalidez de nueve artículos de la ley 14.296, su silencio respecto del art. 41 bis, permite presumir la opinión del Superior favorable a la adecuación constitucional. 

Por último, destaca el propósito de reinserción social asignado a la pena por los arts. 10.3 P.I.D.C.P., 5.6 C.A.D.H. incorporados al texto constitucional mediante art. 75 inc. 22, y el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales que debe prevalecer, de acuerdo a la D.U.D.H., la C.N., la C.P.B.A. art. 30, la ley nacional 24.660 y la provincial 12.256, así como el derecho a la educación de los internos en todos los niveles y modalidades, según leyes 26.206, 26.058, 26.150, 24.521 y el carácter progresivo en el tratamiento penitenciario. 

Agrega que la ley 26.695 que modifica la 24.660, estableció un sistema de recompensas y estímulo educativo mucho mas amplio que la ley provincial, la que siguiendo las directivas nacionales previó una rebaja en la pena en razón de diez días por cada año de prisión o reclusión cumplida en los que efectivamente el condenado haya trabajado o estudiado. 

Efectúa reserva del caso federal y solicita se declare improcedente el recurso fiscal, confirmándose la resolución impugnada.

IV- No encuentro viable ninguno de los agravios desarrollados por el Ministerio Público Fiscal que funde legítimamente la pretendida invalidez constitucional.

El recurrente apoya el pedido de inconstitucionalidad  del art. 41 bis de la ley 12.256 en la identificación del instituto de la recompensa con la facultad del poder ejecutivo de conmutar penas (art. 144 inc. 4 C.P.B.A.). 

El control de constitucionalidad aquí planteado impone el análisis en primer lugar del instituto de la recompensa dentro del contexto legal y político en que se instauró. 

En ese sentido, el aseguramiento de la materialización del fin resocializador a la pena asignado, conjuntamente con el respeto de los estándares de derechos humanos en la ejecución de la pena privativa de libertad, dadas las pautas y principios constitucionales e internacionales fijados por la C.N. y el derecho internacional de los derechos humanos (Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, P.I.D.C.P., C.A.D.H., C.N., ley 24.660 y 12.256 con reforma de ley 14.296), así como las líneas jurisprudenciales fijadas por la C.S.J.N. (fallo “Verbitsky, Horacio s/Habeas Corpus”) y el control de validez efectuado por la S.C.J.B.A. mediante Acuerdo 3562 del 28/9/2011, se encaminan entre otros objetivos a la reincorporación del condenado a la comunidad (confr. los fundamentos de la ley 14.296). 

De acuerdo al texto del art. 41 bis de la ley de ejecución penal provincial, el instituto de la recompensa importa en el contexto mas genérico del tratamiento penitenciario, un incentivo adicional y parcialmente diverso de los beneficios ya legislados (y que importan un anticipo de la libertad), dentro de la modalidad de premios y castigos que rige el sistema de progresividad. 

Su procedencia resulta como sostiene el a quo, facultativa del juez de ejecución una vez verificados determinados recaudos legales que de ese modo imponen pautas concretas limitativas de esa facultad jurisdiccional. Tal reglamentación por el legislador provincial del tratamiento penitenciario mediante un estímulo adicional que impulse la educación y el trabajo del condenado, no puede identificarse con la facultad de conmutar penas concedida por la C.N. y la C.P.B.A. al Poder Ejecutivo nacional y provincial respectivamente, y que constituye una atribución de carácter netamente político que como herramienta regulada desde el mismo Preámbulo de la C.N. persigue la “consolidación de la paz interior” como meta de orden público general y normalmente asociada a delitos vinculados a crímenes políticos. Tal instituto, de claro corte político, no se halla sujeto a condicionamiento reglado alguno, ni a la verificación de requisitos procesales más allá de la sentencia firme. Tal herramienta concedida al Presidente de la República en el orden nacional y al Gobernador en la Provincia de Buenos Aires, importa una facultad discrecional excepcional reservada a la esfera política sólo ejercitable en circunstancias extraordinarias y en miras a la obtención de los fines preambulares, tanto nacional como provincial. Si bien podría observarse una posible semejanza –sólo en sus resultados- entre la recompensa y la conmutación de penas al importar ambas el reemplazo de una pena mayor por una de menor cuantía, la naturaleza jurídica diversa y las condiciones de procedencia así como el fin buscado por una y otra, difieren íntegra e indiscutiblemente perfilando roles diversos asignados en el reparto constitucional de competencias, que refleja en definitiva la división de poderes, conforme las directrices constitucionales (arts. 1, 5, 6, 75, 99, 116 de la C.N.; 1, 2, 103, 144, 161 y concordantes de la C.P.B.A.). Dentro de este marco constitucional y legal no advierto que la regulación provincial de la recompensa afecte el principio republicano de la división de poderes.

Considero de ese modo que la atribución facultativa –el texto del art. 41 bis establece que “el juez de ejecución o juez competente podrá recompensar…”- del juez de ejecución de rebajar mínimamente la pena impuesta en razón de verificar progresos en el tratamiento penitenciario de condenados, en modo alguno se asimila a la conmutación de penas regulada en cabeza del Poder Ejecutivo. En efecto, la posibilidad real del Juez de Ejecución de reducir la condena ya impuesta por otro juez luego de un juicio penal se circunscribe a diez días por año de prisión o reclusión cumplidas. A su vez debe verificar una serie de requisitos, a saber, “buena conducta, espíritu de trabajo, voluntad en el aprendizaje y sentido de responsabilidad en el comportamiento personal y en las actividades organizadas del establecimiento”, además de “conducta ejemplar”. Tales exigencias legales delimitan un reducido espacio de decisión que correlativamente se corresponde con el estímulo buscado para alentar la progresividad en el tratamiento hacia la resocialización. En mi modo de ver, el instituto de la recompensa resulta un incentivo adicional incorporado por la ley provincial de ejecución penal más en el marco de la reglamentación del fin preventivo especial asignado a la pena por el bloque constitucional y normas reglamentarias vigentes y la meta última de favorecer la reincorporación del condenado a la comunidad luego de haber cumplido la sanción penal por la perpetración de un accionar delictivo. 

Por otro lado, no es más que una cuestión de política criminal que el legislador haya predeterminado un nuevo incentivo que se suma a las libertades anticipadas y aún se extiende un poco más allá de los beneficios legislados con anterioridad (libertad asistida, régimen de semidetención), pero en el marco de las directrices ya fijadas por la ley nacional de ejecución penal (art. 140 y siguientes). 

En función de lo expuesto, y dada la insuficiencia de los agravios planteados, voto por el rechazo del recurso interpuesto, sin costas por tratarse del recurso del Ministerio Público Fiscal. 

Arts. 10 P.I.D.C.P., 5.6 CADH, 18 y 75 inc. 22 de la C.N., 140 y sig. de la ley 24.660, 448, 450, 532 del C.P.P., 41 bis de la ley 12.256.

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Juez Celesia dijo:

Adhiero por sus fundamentos al voto del Sr. Juez Dr. Martín Ordoqui.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala V del Tribunal 

R E S U E L V E:

I- DECLARAR ADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por el Sr. Fiscal General Adjunto del Departamento Judicial Morón, por tratarse de una cuestión federal directa, de acuerdo a los fundamentos desarrollados en el tratamiento de la cuestión primera. 

II- RECHAZAR la impugnación articulada y por ende desechar el pedido de inconstitucionalidad del art. 41 bis de la ley 12.256, conforme los motivos brindados en el tratamiento de la cuestión segunda sometida al acuerdo. Sin costas por tratarse del recurso interpuesto por el Ministerio Público Fiscal.

III- Téngase presente la reserva del caso federal planteada por el recurrente (art. 14 de la ley 48).

Arts. 10 P.I.D.C.P., 5.6 C.A.D.H., 18, 31 y 75 inc. 22 de la C.N., 140 y sig. de la ley 24.660, 161 de la C.P.B.A., 448, 450 y 532 del C.P.P., 41 bis de la ley 12.256.

Regístrese, notifíquese a las partes y oportunamente devuélvase.

FDO.: MARTÍN MANUEL ORDOQUI – JORGE HUGO CELESIA
Ante mi: Virginia Fontanarrosa
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